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			Sinopsis

		

		
			Chandran Kukathas nos ofrece, por primera vez, un tratado extenso de su controvertida e influyente teoría sobre los derechos de las minorías.

			«¿En qué se basan los principios de una sociedad libre marcada por la diversidad cultural y las lealtades grupales?». Ésa es la pregunta que busca responder este libro. Su argumento principal es que una sociedad libre es una sociedad abierta cuyo principio fundamental es el principio de la libertad de asociación. 

			Éste es un trabajo que representa un desafío, pero también una alternativa a otras teorías liberales contemporáneas sobre la multiculturalidad.

		

	
		
			El archipiélago liberal

			

			
			 

			CHANDRAN KUKATHAS

			 Traducido por Diego Sánchez de la Cruz
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			A mi madre y hermanas,
en memoria de mi padre, y para Anna.

		

	
		
			 

		

		
			Plutarco advirtió hace mucho tiempo que hablar
				de civilizar a los bárbaros sirve como pretexto
				para la agresión, de modo que aquel que anhela la
				propiedad ajena se esconderá a menudo bajo pretextos
				así. Ahora sabemos bien que la excusa de
				forzar a otras naciones a civilizarse, algo que en su
				día esgrimieron en su favor los griegos o Alejandro
				Magno, debe estar considerado como algo injusto
				e impío, como bien consideran todos los teólogos
				y, especialmente, los españoles.

			HUGO GROCIO,

				La libertad de los mares, p. 14.

			Si las víctimas de una ley mala no invocan la asistencia
			y ayuda de otras comunidades, no puedo admitir
			que personas totalmente alejadas de esas gentes
			decidan intervenir e imponer un nuevo orden de
			cosas ajustado a sus intereses. Debemos poner fin a
			esta práctica, porque es un escándalo tratar así a
			personas que están a miles de millas de distancia.
			Cosa distinta es enviar misioneros que prediquen
			contra esas malas leyes y permitirles que se opongan
			a esas doctrinas, siempre por medios justos y
			renunciando a silenciar a los maestros.

			JOHN STUART MILL,

				On Liberty, p. 92.

		

	
		
			Prefacio

		

		
			Este libro nace de los prejuicios de su propio autor. Dado que éste es un trabajo político, puede resultar interesante y útil que el lector conozca cuáles son esos prejuicios.

			El archipiélago liberal es un ensayo filosófico que aborda el reto de responder políticamente al hecho de la diversidad cultural. Mi interés por estos asuntos vino provocado por experiencias personales y familiares. Crecí como un tamil en la Malasia de la década de 1960. Desde niño, me dijeron que, por ser miembro de dicha etnia, no recibiría las mismas oportunidades que los malasios (los bumi putra o «hijos de la tierra»).

			Aquello me pareció injusto. Yo había nacido en Malasia y era hijo (y nieto) de padres (y abuelos) que también eran naturales de la península. Me dolía pensar que no podría ser un «hijo de la tierra» más. Como los tamiles «sólo» habíamos vivido en Ceilán durante un milenio, seguíamos siendo «los nuevos vecinos del barrio». Ante esta perspectiva, mi padre intentó emigrar, pero no tuvo éxito. Tras aquel fracaso, exploró una segunda alternativa: educar a sus hijos en el extranjero. Fue así como terminé en Australia, mientras que mis hermanas recalaron en otras partes del mundo.

			Pero sería un error presentar mi historia como una historia desafortunada. De hecho, puedo decir que la suerte ha estado de mi lado durante buena parte de mi vida. Sin embargo, mis experiencias familiares siempre han servido como pilar de muchas de mis reflexiones sobre aspectos como la política de la etnicidad. Quizá ésta sea la fuente de mi antipatía por la costumbre de etiquetar a la gente según su procedencia étnica, como también puede explicar mi patrón de oposición reiterada a las políticas que brindan un trato diferenciado atendiendo a la vinculación racial de las personas. En mi opinión, esas etiquetas y esas estrategias políticas nos hacen pensar en nosotros mismos como personas agraviadas. Además, nos lleva a pensar en los demás como personas que nos explotan. A mi parecer, ese marco de ideas no hace mucho por darnos una vida más justa, como tampoco ayuda a que nuestras relaciones con el resto de la gente sean más plenas, armónicas y felices.

			Ya en Australia, llamó mi atención la lucha de los aborígenes por tener derechos sobre sus tierras y ver reconocidas y reparadas las injusticias que antaño sufrieron como pueblo. Mi forma de ver todo aquello estuvo muy marcada por Stewart Harris, un periodista que trabajó para el Times de Londres y más tarde firmó artículos en la prensa de Canberra. Sus escritos, su activismo y su ejemplo me persuadieron de que los aborígenes tenían un poderoso reclamo moral, tanto para recuperar parte de la tierra que habían perdido como para tener la libertad de vivir como quisieran, en lugar de terminar asimilados por la sociedad australiana en su conjunto. Sí, me oponía a la discriminación positiva, los derechos colectivistas y las políticas basadas en la etnicidad, pero también me sentía profundamente convencido de la legitimidad de las reivindicaciones de aquel pueblo, en la medida en que su historia reciente estaba marcada por enormes injusticias y sufrimientos.

			Sería un error sugerir que aprecié de forma temprana esta incoherencia y que inmediatamente me lancé a una reflexión filosófica profunda, en línea con los temas tratados en este libro. En realidad, tardé tiempo en ser consciente de esas discrepancias existentes en mi forma de ver las cosas. Sin embargo, con el paso de los años, mi trabajo como teórico de la política me llevó a reflexionar sobre la diversidad cultural, de modo que tuve que enfrentar esas incoherencias y lidiar con los prejuicios que arrastraba desde joven. El resultado es una teoría de la diversidad cultural que queda reflejada en este libro y otros trabajos. Su objetivo es darle un sentido a convicciones aparentemente encontradas o contradictorias.

			Hay, sin embargo, un tercer prejuicio que también debe ser revelado al lector. Crecí en un hogar en el que, por lo general, había muy poco interés por la política, menos aún por el gobierno. Aunque mi padre pasó la mayor parte de su vida escribiendo sobre asuntos políticos, a menudo lo hizo para criticar sus intrigas y esquemas absurdos. Él nunca se cansó de decirnos que las naciones y los Estados no importan (de hecho, fue especialmente insistente después de ser llevado a una estación de policía para dar explicaciones sobre un artículo que un oficial de rango menor consideró poco halagador hacia el Ejecutivo...). Mi progenitor no sugería que las naciones y los Estados sean irrelevantes: lo que planteaba era, más bien, que no debemos tenerles demasiado apego ni esperar mucho de ellos. Hasta hoy, amigos y colegas que ven las cosas de manera muy diferente han intentado persuadirme de lo contrario, sin éxito. De modo que, partiendo de aquellos prejuicios, he llegado a simpatizar con pensadores libertarios y anarquistas, a partir de los escritos de autores como Hayek y Oakeshott, además de otros filósofos políticos contemporáneos. Sus ideas no reciben especial atención en este libro, pero su influencia está indudablemente en cada página.

			Creo que mis vivencias pueden ayudar a explicar la teoría presentada aquí. Soy consciente de que la tesis del libro puede ser considerada excéntrica, aunque Brian Barry ha ido más allá y la ha descrito como «elaborada y perversa». Pero, más allá de lo que opine el lector de esta obra, hay que decir que no todo lo que recogen estas páginas bebe de la experiencia propia o de los escritores libertarios o anarquistas. Hay muchas otras fuentes que han inspirado este trabajo. He acumulado muchas deudas intelectuales a lo largo de los años que deben ser pagadas con el necesario reconocimiento. De entrada, me acuerdo de dos profesores, David Band y el difunto Brian Beddie. Brian me introdujo a la teoría política y me inspiró a desarrollarmi carrera como académico. Echo de menos su amistad, sus críticas, su aliento y su aprecio. Mi deuda más antigua, eso sí, es la que mantengo con mi amigo y colega William Maley, que ha leído y comentado la mayoría de mis escritos y que, a menudo, se ha presentado a mis debates, preparado siempre para discutir sobre cualquier pensamiento o idea, por nueva que fuese. William ha sido, además, un gran amigo, cuya lealtad y sabios consejos valoro más de lo que puedo expresar con palabras.

			Entre mis deudas más recientes, la más importante es la que mantengo con Moira Gatens. Además de leer todo el manuscrito del libro y proporcionarme comentarios críticos y sugerencias, Gatens ha sido fuente de gran aliento y simpatía. Pero, también en su caso, todo eso palidece al lado del mayor regalo que me ha hecho: su amistad y apoyo, sobre todo en tiempos difíciles.

			A lo largo de los años, muchas personas han comentado mis trabajos académicos y mis ensayos, muchos de los cuales han dado pie a esta obra, El archipiélago liberal. Es una alegría poder agradecer todas esas aportaciones en las líneas de este prefacio. En este sentido, mi mayor deuda es la que tengo con Will Kymlicka, que no sólo me alentó y ayudó a publicar algunos de mis primeros trabajos, sino que también ha leído borradores de este libro y me ha ayudado a retocarlo y mejorarlo, a pesar de que esta tesis desafía sus propias ideas. Su espíritu generoso es bien conocido entre los compañeros de profesión y estoy muy feliz de añadir mi nombre a la larga lista de amigos y colegas agradecidos que maneja el pensador canadiense.

			También estoy agradecido a Joseph Carens y Daniel Weinstock, que leyeron el manuscrito en su totalidad y me ofrecieron consejos útiles y críticas constructivas, muchas más de las que hubiera esperado y muchas más de las que hubiera podido gestionar con solvencia. Si hubiese tratado de solventar cada problema que me planteaban, habría escrito hasta el fin. Sin embargo, espero haber abordado los desafíos más importantes que nacieron de sus críticas y observaciones. Estoy agradecido por su ayuda, una ayuda que, confío, ha mejorado el producto final y, además, me ha enseñado mucho. David Miller también leyó el manuscrito completo y me brindó aún más apoyo y aliento que el que ya me había mostrado en los últimos veinte años, de modo que su nombre también debe sumarse a la lista de personas con las que me declaro en deuda.

			Pero hay muchas más personas que me han ayudado, algunos comentando fragmentos de este trabajo, otros en debates que surgieron en seminarios y largas conversaciones. Además de los colegas que ya he mencionado, quiero acordarme de Ruth Abbey, Randy Barnett, Brian Barry, Andrea Baumeister, Rajeev Bhargava, Daniel A. Bell, Akeel Bilgrami, Ronald Beiner, Geoffrey Brennan, Eamonn Callan, William Dennis, Douglas Den Uyl, Hans Eicholz, João Espada, Claire Finkelstein, William Galston, Jerry Gaus, Phillip Gerrans, Robert Goodin, John Gray, Dan Greenberg, Russell Hardin, Barry Hindess, Peter Jones, John Kekes, Charles King, Julian Lamont, Geoffrey Levey, Jacob Levy, Loren Lomasky, David Lovell, Steven Lukes, Stephen Macedo, Susan Mendus, Fred Miller, Ken Minogue, Tariq Modood, Margaret Moore, Don Morrison, Richard Mulgan, Andrew Norton, Cliff Orwin, Emilio Pacheco, Tom Palmer, Bhikhu Parekh, Carole Pateman, Paul Patton, Ellen Paul, Jeffrey Paul, Philip Pettit, Anne Phillips, Ross Poole, Rob Reich, Michael Ridge, Nancy Rosenblum, Deborah Russell, Ayelet Shachar, Barry Shain, Jeremy Shearmur, George H. Smith, Jeff SpinnerHalev, Yael Tamir, John Tomasi, James Tully, Steven Wall, Stuart Warner, Larry White, Andrew Williams, Melissa Williams e Iris Marion Young.

			A lo largo de los años, he tenido la suerte de recibir el apoyo de varias instituciones. Mi mayor agradecimiento va para mi departamento académico, que ha aceptado mis ausencias y me ha proporcionado un entorno feliz y formativo que ha hecho que trabajar sea un placer. Estoy especialmente agradecido a mis colegas por estar ahí durante mi larga enfermedad y por asumir muchas de mis clases sin apenas antelación. La Universidad de Nueva Gales del Sur, ligada a la Academia Australiana de las Fuerzas Armadas, también me ha proporcionado fondos para viajes e investigaciones, de modo que extiendo también a sus responsables el agradecimiento que pretende trasladar este prefacio.

			Parte de la elaboración y redacción de El archipiélago liberal se realizó con el apoyo de distintas ayudas económicas y becas. Estoy agradecido con el Institute of Humane Studies y en particular, con Walter Grinder, Leonard Liggio, John Blundell y Christine Blundell. Gracias por toda la asistencia que me han brindado a lo largo de los años.

			El Social Philosophy and Policy Center de la Universidad Estatal de Bowling Green también me brindó una generosa estancia como profesor invitado en 1991. Estoy especialmente agradecido con Jeff Paul, Ellen Paul y Fred Miller. Por otro lado, Liberty Fund me proporcionó un puesto como profesor visitante en 1995; agradezco a la institución y a Emilio Pacheco y Charles King que organizaran dicho programa. También deseo agradecer el generoso apoyo de la Fundación Earhart. Las últimas etapas de la redacción del libro las completé cuando cumplí mi etapa de profesor visitante en el Programa de Teoría Social y Política en la Escuela de Investigación de Ciencias Sociales en la Universidad Nacional de Australia. Quiero darle las gracias a Geoffrey Brennan, Bob Goodin y Philip Pettit por hacerlo posible. Por último, fue una gran suerte poder asociarme con el Centre for Independent Studies de Sídney. Es de justicia reconocer su apoyo y, cómo no, la amistad que me han brindado Greg y Jenny Lindsay.

			Dominic Byatt, mi estimado editor en Oxford University Press, le agradezco su paciencia, su aliento... y aquella taza de café. Debería terminar reconociendo a otras personas que han tenido muy poco que ver con este libro, pero que tienen mucho que ver con mi vida. Primero, doy las gracias al Doctor Cao Ling Ling por restaurar mi salud. Segundo, le doy las gracias a Isabel Pacheco por muchos años de amistad y hospitalidad, y por brindarme un hogar lejos del hogar. Finalmente, a mi esposa, Debbie, y a mis hijos, Nathan, Sam y Sarah, por divertirme y brindarme su amor y su compañía.

			Muchos de los argumentos presentados en este libro han aparecido en documentos ya publicados, aunque todos estos materiales han sido revisados considerablemente. Los artículos publicados que han nutrido El archipiélago liberal son los siguientes: «Are there any cultural rights?» (Political Theory, 20, 1992, pp. 105-139), «Cultural rights again: a rejoinder to Kymlicka» (Political Theory, 20, 1992, pp. 674-680), «Liberalism, Communitarianism and Political Community» (Social Philosophy and Policy, vol. 13, n. 1, 1996, pp. 80-105), «Cultural toleration» (incluido en el libro Ethnicity and Group Rights, editado por Will Kymlicka e Ian Shapiro, NOMOS XXXIX, Nueva York: New York University Press, 1997; pp. 60-104), «Liberalism, Multiculturalism and Oppression» (incluido en el libro Political Theory: Tradition and Diversity, editado por Andrew Vincent, Cambridge University Press, 1997, pp. 132-153), «Multiculturalism as Fairness» (Journal of Political Philosophy, 5 [4] 1997, pp. 406-427), «Liberalism and Multiculturalism: The Politics of Indifference» (Political Theory, 26 [5], 1998, pp. 686-699); «O arquipelago liberal: contronos de um conceito de liberalismo» (Analise Social, XXXIII [2–3], 1998, pp. 359-378), «Two concepts of liberalism» (incluido en el libro Liberalism Classical and Modern: New Perspectives, editado por J. Espada, M. Plattner y A. Wolfson, Lexington Books, 2001, pp. 8697) y «Equality and Diversity» (Philosophy, Politics and Economics, 1 [2], 2002, pp. 185-212). 

		

	
		
			Introducción

		

		
			Y entonces habrían existido muchos reinos de naciones en el mundo, del mismo modo que hay muchos hogares y familias en cada ciudad.

			SAN AGUSTÍN1

			La historia de las sociedades es una historia de cooperación humana y, al mismo tiempo, un relato de conflictos sucesivos. De la gran diversidad de arreglos humanos que hemos conocido han surgido tanto el progreso de las artes y las ciencias como siglos y siglos de guerras y luchas civiles. Si bien la posibilidad de una coexistencia pacífica nunca ha sido cuestionada, la durabilidad y sostenibilidad de dicha armonía siempre ha sido incierta. La filosofía política, por tanto, debe ofrecernos ideas y reflexiones sobre los fundamentos que asientan, o pueden llegar a asentar, el orden social. Hablo de reflexiones que ayuden a dar cuenta de las causas que generan dicho orden, pero también pretenden recomendar pautas a las que todas las sociedades puedan aspirar.

			Pero estas reflexiones siempre han estado marcadas por las circunstancias. Los tiempos plantean las preguntas que los filósofos abordan.

			La segunda mitad del siglo XX no fue diferente. Nos ha presentado una variedad de problemas al espectro filosófico. El surgimiento del totalitarismo moderno y las dinámicas de una Guerra Fría librada entre adversarios dotados de armas de destrucción masiva han motivado un largo análisis centrado en las principales ideologías que dominan el debate político: el comunismo, el socialismo y la democracia liberal, entre otras. Al mismo tiempo, la desintegración de los imperios coloniales europeos en África, Asia y Oriente Medio, sumada al crecimiento de movimientos nacionales independentistas o al auge de distintas corrientes de reafirmación religiosa, han inspirado nuevos esfuerzos filosóficos, centrados en analizar y criticar a la sociedad política moderna y, más particularmente, a las tradiciones e instituciones de Occidente. En las propias democracias occidentales, los triunfos y fracasos del Estado del Bienestar y la tarea de reconstruir las instituciones económicas y políticas tras las guerras mundiales han provocado un intenso debate sobre las bases del constitucionalismo liberal, avivado a su vez por el auge de los derechos civiles, el crecimiento de los movimientos feministas o el ensanchamiento del pluralismo cultural que han provocado la inmigración y las nuevas demandas de ciertos grupos minoritarios.

			Hacia finales de siglo, después de cincuenta años de transformación social en la época de la posguerra, no se había alcanzado una resolución política o filosófica de los problemas centrales del asociacionismo humano. Hubo quienes vieron en el declive y la caída de la Unión Soviética el principio del «final de la historia», un proceso que culminaría en el triunfo absoluto de la democracia liberal.2 Pero la evidencia de los acontecimientos cotidianos nos sugiere lo contrario. El totalitarismo comunista ha sido sucedido por el resurgimiento de los nacionalismos étnicos, muchos de los cuales se expresan en demandas secesionistas. La independencia poscolonial ha producido sociedades divididas y divisorias con más frecuencia de lo que ha creado democracias parlamentarias estables. Y en las democracias liberales de América del Norte, Europa occidental y el Pacífico sur los desafíos planteados por la diversidad cultural han provocado amargos conflictos políticos y una inquietud sobre la capacidad de las instituciones sociales para responder al desafío, a pesar de que hablamos de países que acumulan medio siglo de paz y un crecimiento exponencial de la riqueza y el bie­nestar.3

			El problema abordado por la filosofía política contemporánea es, fundamentalmente, el de hacer frente a la diversidad en un mundo en el que la particularidad y la diferencia se reafirman con creciente fuerza. ¿Cómo lograr que seres humanos diversos logren vivir juntos, libres y en paz? Ésa es la pregunta clave de nuestro tiempo.

			A menudo se dice que la respuesta a esta pregunta es el liberalismo, término que identifica una perspectiva política que responde a la diversidad humana abogando por instituciones que permitan la coexistencia de diferentes creencias y formas de vida, aceptando que ese pluralismo de valores religiosos y morales es una realidad que debe abordarse favoreciendo la tolerancia. El liberalismo difiere de otras filosofías políticas en la medida en que rechaza la idea de un orden social orgánico y cohesionado, donde los intereses del individuo encajan en perfecta armonía con los intereses de la comunidad. Parte, de hecho, de la idea de que los individuos tienen diferentes fines: no hay un objetivo único y común compartido por todos y, con el paso del tiempo, las distintas visiones de las personas pueden entrar en conflicto. El reto, desde el punto de vista liberal, es regular dichos conflictos, en vez de pretender que es posible erradicarlos.

			Sin embargo, aunque el liberalismo ha sido propuesto como una posible respuesta al reto de articular la convivencia humana, lo cierto es que sigue siendo una línea de pensamiento cuestionada desde distintos ámbitos y por distintos motivos. Según una vertiente crítica, el liberalismo puede ofrecer muy poco a nuestra necesidad de entender la sociedad moderna porque se nutre de ensoñaciones filosóficas de la era de la Ilustración.4 Al ser una teoría política universalista, que asume que las instituciones humanas y la autoridad política pueden justificarse de forma racional, el liberalismo no aborda apegos particulares que siguen prevaleciendo en las sociedades modernas, sean de orden religioso, nacional o cultural.5 De hecho, el viejo ideal ilustrado de igualdad y libertad se contempla hoy día con cierta suspicacia.

			La narrativa de la Ilustración entendía la liberación como la eliminación de la diferencia. Los individuos ya no serían vistos a través de su sexo, clase o grupo étnico. La ansiada liberación no se lograría a partir de la supresión de las diferencias, sino mediante una emancipación basada en reconocer y empoderar al diferente y al oprimido.6

			Muchos filósofos liberales contemporáneos discrepan de los puntos de vista que sostuvieron sus predecesores. De hecho, hay un alto grado de desacuerdo y discrepancia en el seno de las tradiciones liberales. ¿Cuáles deberían ser los términos de la cooperación social? ¿Cómo deberían abordarse los reclamos de las minorías culturales? ¿Puede una sociedad liberal tolerar a aquellas comunidades que están en contra de la libertad? ¿Hay que darle cabida a inmigrantes que no creen en los ideales liberales? ¿Cómo puede sostenerse una sociedad marcada por la diversidad cultural y las lealtades particulares de grupo?

			El destacado filósofo liberal Will Kymlicka ha respondido a estas preguntas afirmando que la cooperación social prevalecerá frente al pluralismo cuando la sociedad esté dirigida por una concepción común y compartida de la justicia. Dicha concepción no deberá sustentarse en torno a un conjunto de compromisos morales (como por ejemplo, el ideal de la autonomía personal), sino que se articulará a través del compromiso político de buscar consensos razonables dentro de las tradiciones de la sociedad.7 Otros autores han intentado lidiar con estos mismos problemas a base de repensar el liberalismo y tratar de construir sobre sus cimientos una aceptación de los derechos colectivos, pensando en armonizar los tradicionales compromisos de la doctrina con la autonomía personal con un reconocimiento de las asociaciones grupales.8

			De modo que los filósofos liberales siguen discutiendo sobre estas cuestiones y aún no han resuelto todos estos problemas. Persiste, por ejemplo, el debate sobre los retos que plantean la diversidad moral, las lealtades de grupo (especialmente las de índole religioso o étnico) o las complejidades que pueden derivarse del sentir de los movimientos nacionalistas.9

			Este libro procura lidiar con estos temas tan diversos. El archipiélago liberal aspira a determinar cuál es la base de los principios de una sociedad libre marcada por la diversidad cultural y las lealtades grupales. De hecho, este trabajo pretende explicar si una sociedad así requiere instituciones políticas que reconozcan a las minorías, como también busca responder si se debe tolerar a las minorías cuando sus formas difieren de las de la comunidad mayoritaria. También aspiro a determinar hasta qué punto las instituciones políticas deben o no abordar las injusticias sufridas por las minorías, tanto si se deben a las acciones de la sociedad más amplia como si se explican por abusos de los más poderosos de la propia comunidad. Además, procuro discutir qué papel debe desempeñar el Estado en la configuración de la identidad nacional, y estudiar qué valores fundamentales deben guiar nuestras reflexiones sobre estos temas.

			Pero, si bien estas preguntas son de crucial importancia, la principal ambición de este ensayo es la de ofrecer una teoría general de la sociedad libre, en un contexto de diversidad. Y, dado que el relato ofrecido es, en esencia, un relato «liberal», este libro es también un ensayo sobre los fundamentos del liberalismo.

			La tesis del libro

			¿En torno a qué principios debe girar una sociedad libre marcada por la diversidad cultural y por las lealtades de grupo? Mi respuesta, que entraña la tesis central de este libro, es más o menos la que expongo a continuación.

			Una sociedad libre es una sociedad abierta y, por tanto, los principios que describen su naturaleza deben admitir la variabilidad de arreglos humanos, en vez de establecer o mantener un conjunto determinado de instituciones fijas y cerradas. Estos principios deben partir únicamente de la existencia del individuo y de su propensión a asociarse entre sí. Por tanto, no se asigna a una relevancia superior a ningún individuo ni a ninguna asociación histórica en particular.

			Dando por bueno esto, el principio fundamental que define la sociedad libre es el de la «libertad de asociación». Un primer corolario que se sigue de esto es el del respeto al principio de la libertad de «disociación». El segundo corolario derivado de esta forma de ver las cosas es el principio de «tolerancia mutua» que regirá entre las distintas asociaciones y grupos humanos. De hecho, una sociedad es libre en la medida en que esté preparada para tolerar en su seno a colectividades que difieren o disienten de sus tradiciones o prácticas.

			Una de las implicaciones que se derivan de este enfoque es que la autoridad política no es más que una autoridad más, entre otras muchas. Su base será solamente la voluntad de sus miembros de continuar asociándose bajo los términos que definen el marco político. La sociedad política puede ser descrita como una «asociación de asociaciones», pero esta forma de asociación no es superior a otras. La política no incorpora a todas las asociaciones existentes, puesto que dichas realidades tienen entidad propia y no subsidiaria. Los principios de la sociedad libre no describen una jerarquía de autoridades, sino un «archipiélago de jurisdicciones», todas competitivas y superpuestas. De modo que la sociedad libre se sostiene en la medida en que las leyes respetan estos principios y las autoridades operan dentro de este marco.

			Esta presentación de la tesis filosófica central de este libro puede resultar abstracta y austera. Vale la pena, por tanto, hacer algunas consideraciones más. De entrada, debo apuntar que la tesis central de El archipiélago liberal va de la mano de un cuestionamiento y una crítica a los enfoques que han aportado otros intelectuales que también se han preocupado por responder al reto de conjugar de manera efectiva libertad y diversidad. John Rawls aborda el problema apelando a principios de justicia capaces de generar un consenso superpuesto de apoyo, dentro de una sociedad unificada y cerrada. Will Kymlicka plantea una defensa de los derechos colectivos asignados a comunidades culturales particulares. Iris Marion Young apuesta por el reconocimiento de los grupos, cuyos intereses se verán beneficiados en virtud de una agenda de empoderamiento basada en la acción política.

			Mi libro adopta otra posición: rechazo la idea de una sociedad unificada y cerrada, pero también me opongo a la propuesta de reconocer derechos colectivos y a la sugerencia de fortalecer políticamente a las minorías. En la sociedad libre, sólo es fundamental la libertad de asociación. Por lo tanto, no hay ninguna razón que nos deba llevar a aceptar y promover cualquier otro tipo de reclamo de derechos de representación.

			Es probable que esta posición no resulte agradable en los tiempos que corren, marcados por la generalización de la acción afirmativa, la discriminación positiva, los derechos especiales concedidos a grupos indígenas o las políticas preferenciales pensadas sólo para ciertos colectivos. En gran medida, mi tesis está en desacuerdo con gran parte de la teoría política contemporánea, sobre todo porque niega dos de sus pilares: el primero de ellos es el que afirma que cualquier grupo, clase o comunidad debe recibir un trato o reconocimiento especial; el segundo es el que apunta que existe una autoridad política, filosófica o metafísica por la cual debemos canalizar dicho reconocimiento.

			El modelo de sociedad libre que propone El archipiélago liberal es uno en el que puede haber muchas asociaciones, si bien ninguna será «privilegiada» frente a las demás. Del mismo modo, en este modelo podrá haber muchas autoridades, pero todo el poder que detenten las mismas descansará en la aquiescencia de quienes estén sujetos a dichas autoridades. La teoría de la sociedad libre es, por lo tanto, un set de términos que habilitan la coexistencia de las diferencias, no un mero recuento de principios que permitan la coincidencia entre fórmulas diversas.

			Por decirlo de otra manera, la teoría ofrecida aquí difiere de las que se presentan en gran parte de la filosofía política contemporánea y también se desmarca de la teoría liberal contemporánea, puesto que se centra en una pregunta diferente. Buena parte de la teorización reciente se pregunta qué debería hacer o permitir el Estado, cuál es el papel de la autoridad política y qué principios o consideraciones deben guiar estos procesos. En resumen, el enfoque dominante está en determinar qué valores deben articular nuestra convivencia.

			En el seno de la teoría liberal hay una división importante entre quienes creen que el Estado debe guiarse por una forma determinada de definir la vida buena en sociedad (fin que podrá promover justificadamente) y quienes opinan que el Estado debe permanecer neutral a la hora de determinar qué es el «buen vivir». Sin embargo, en la teoría presentada aquí se adopta un punto de partida distinto: la pregunta central ya no es qué tiene que hacer el Estado, el gobierno o la autoridad, sino quién debe tener autoridad. Una cosa es preguntarse por la justicia de una acción o de un arreglo, pero otra cosa muy distinta es poner en duda su legitimidad. Por mucho que ambas cuestiones puedan estar relacionadas, este trabajo pone el foco en la cuestión de la «legitimidad».

			De modo que la pregunta obvia es: ¿por qué tomar este punto de partida, particularmente dado si tenemos en cuenta que el grueso de la teoría liberal contemporánea, revitalizada por los trabajos de John Rawls, considera más apropiado darle prioridad a la cuestión de la justicia? «La justicia es la primera virtud de las instituciones sociales», remarcó Rawls antes de presentar su influyente teoría. Su enfoque fue tan convincente que Robert Nozick llegó a afirmar que «los filósofos políticos deberán trabajar a partir de la teoría de Rawls y, si acaso la rechazan, tendrán que empezar explicando por qué lo hacen».10

			Pocos filósofos liberales han creído necesario explicar por qué no han elegido trabajar dentro del marco rawlsiano. Los teóricos del contrato social clásico, como Hobbes, Locke y Rousseau, emplearon el recurso argumento contractualista para responder a las preguntas sobre la legitimidad del Estado. El contractualismo de Rawls, sin embargo, se dirige fundamentalmente a la cuestión de la justicia social o distributiva. En esta línea, buena parte de los pensadores liberales, sean contractualistas o de otro tipo, se vienen centrando en esa misma cuestión: la de determinar cuáles son los derechos, libertades y deberes, o los derechos y obligaciones, que tienen las personas que viven en una sociedad justa.

			Una razón de peso para no abordar el debate en estos términos es que la condición que da lugar a la pregunta sobre la naturaleza de la sociedad libre (o la sociedad buena, en general) es la condición diversa de la convivencia humana. En un mundo marcado por grandes diferencias en los ámbitos morales y culturales, uno de los temas sobre los que existe un mayor grado de disputa, e incluso de conflicto, es el de definir qué entendemos por justicia. Diferentes pueblos, grupos o comunidades tienen distintos puntos de vista sobre este punto.

			Ante esa discrepancia, ¿cómo podemos lograr que las personas vivan juntas y en libertad en un mundo marcado por la diversidad moral y cultural? A menudo, escuchamos que la solución pasa por articular una concepción de la justicia que sea capaz de generar un consenso generalizado e incluso total.11 Pero el problema con este pensamiento es que, para asegurar un acuerdo así, será necesario vaciar de sustancia el concepto de justicia, ya que sólo esta forma permitirá que el conjunto de la sociedad pueda estar de acuerdo por completo. Así, despojando de sustancia algo tan importante como el concepto de justicia llegamos a un escenario en el que ni siquiera se consigue la intención inicial de lograr un acuerdo generalizado con capacidad vertebradora. Esto no es necesariamente malo (y en este libro se llega a sugerir que puede ser incluso bueno y necesario), pero no tiene sentido empezar así la teorización de la sociedad libre.

			Otra razón para no enfocar el problema desde un marco rawlsiano es que dicho planteamiento acarrea asumir desde un primer momento la idea de la sociedad como algo unificado y cerrado. Cuando nos preguntamos cómo hacer que personas diversas vivan juntas y en sociedad no sólo nos estamos haciendo una pregunta sobre la manera en que un grupo u otro de individuos pueden organizar sus instituciones dentro de unos límites determinados, sino que también estamos abriendo un debate sobre dichos límites e instituciones, con ánimo de cuestionar su establecimiento y significado. Comenzar la disertación asumiendo que debemos centrar el análisis en definir derechos y deberes dentro de límites ya fijados implica silenciar importantes puntos de discordia.

			Otra consideración importante para el asunto que nos preocupa es que asumir la idea de una sociedad unificada y cerrada supone hacer una abstracción que nos aleja de la realidad social. La relevancia del Estado como forma de orden social que tiene el poder de abrir y cerrar fronteras y de facilitar o restringir el flujo de personas y bienes hace tentador el asumir intelectualmente que las sociedades pueden dividirse, compartimentarse y distinguirse, apelando simple y llanamente a la existencia de fronteras nacionales. Pero el mundo no se compone sólo de Estados. De hecho, las fronteras no siempre están bien cerradas. En la vida real, los individuos operan a través de la sociedad y, a menudo, la realidad familiar o comercial de millones de miembros de esa sociedad trasciende las fronteras domésticas y mantiene una operativa internacional. El mundo está plagado de asociaciones y organizaciones internacionales, desde empresas hasta grupos de presión de alcance global. De hecho, muchas de estas asociaciones y organizaciones son tanto o más grandes y poderosas que algunos Estados. Hay preguntas importantes sobre la conducta de estas asociaciones, particularmente referidas a su trato con el Estado, pero estas dudas no deben partir de que tales asociaciones son más estables y duraderas de lo que realmente son. Por tanto, no debemos comenzar asumiendo que la vida se conduce en una sociedad unificada y cerrada que tiene una autoridad establecida. De hecho, tampoco debemos empezar preguntándonos qué puede o qué debe hacer dicha autoridad.

			La tercera razón para no abordar el problema dentro del marco rawlsiano es que la cuestión más esencial de la filosofía política es la de la autoridad, un reto que implica estudiar quién la ostenta y cómo debe limitarse. El centro de la teoría política no es, o no debe ser, el análisis de la justicia o los derechos. Por encima de ello está la conversación sobre el poder, que supone definir quién puede tenerlo y qué se puede hacer con él. Las opiniones sobre los derechos o sobre la justicia pueden tener una influencia significativa en cualquier respuesta a esta pregunta, obviamente, pero el enfoque principal sigue siendo el mismo. El planteamiento de Rawls y sus seguidores parte de que las personas difieren a la hora de definir un concepto de justicia, por el hecho de que tienen apegos e intereses particulares. Partiendo de esa base, intenta encontrar una concepción de justicia que todos puedan aceptar, a pesar de sus diferencias mutuas. Por tanto, lo que busca es encontrar una respuesta a una pregunta fundamental de la teoría moral. Por esta razón, su teoría no abarca qué se debe hacer cuando existe un desacuerdo con la teoría de la justicia común que se propone al conjunto de la sociedad. De hecho, esta línea de pensamiento tampoco reflexiona sobre la legitimidad de la autoridad y sus límites.

			Al rechazar el marco rawlsiano, el enfoque que planteo en este ensayo supone un retorno a las preguntas clásicas que han dominado la teoría política y que ya fueron abordadas por Hobbes, Locke y Rousseau, entre otros. Rawls recurrió a la tradición del contrato social en busca de un método con el que responder a la pregunta fundamental de la teoría moral: la de la justicia. El presente trabajo vuelve a la preocupación inicial de la tradición del contrato social: la de la autoridad.

			En última instancia, El archipiélago liberal es un intento de explicar cuál es el lugar de autoridad en la sociedad libre. Si de lo que se trata es de saber cómo una diversidad de personas puede vivir conjuntamente y en libertad a pesar de sus diferencias, entonces lo que propongo es que la forma en que se asigna la autoridad sea la clave que vertebre el funcionamiento de la sociedad libre. El libro sostiene que, en una sociedad libre (o sociedad liberal) habrá una multiplicidad de autoridades, cada una independiente de las otras y todas sustentadas por la aquiescencia de sus respectivos sujetos miembros. Al mismo tiempo, la sociedad liberal se caracteriza por el respeto mutuo a la independencia de otras autoridades, de lo que se deriva la renuncia a intervenir en los asuntos internos de otros colectivos.12

			Sin embargo, aunque la preocupación principal de este trabajo es la de examinar el reto de la diversidad con el foco puesto en la legitimidad de la autoridad y no en la definición común de la justicia, El archipiélago liberal difiere significativamente de los enfoques clásicos de la cuestión de la legitimidad. No pocos pensadores políticos han asumido o afirmado que el mundo está dividido en naciones, o dominios, presididos por una autoridad superior. El problema que han abordado, pues, es el de explicar la legitimidad y el papel de dicha autoridad en cada una de estas sociedades cerradas. Se ha cuestionado, pues, la base de la legitimidad. Sin embargo, generalmente se ha acordado que el papel clave de la autoridad política es el de preservar la unidad del Estado. En esta línea, se ha tendido a sugerir que la sociedad buena es aquella que se articula a través de un orden político que sostiene un cierto grado de unidad. Pero este trabajo adopta una actitud más escéptica al respecto y apunta que la cohesión social no es tan importante como se ha insinuado históricamente. La sociedad buena no es, por tanto, una realidad confinada por ciertos límites generadores de unidad. Sí contiene una autoridad política, pero dicho poder se entiende como parte de algo más amplio, no como vía suprema para circunscribir y constreñir la diversidad de la sociedad.

			Una idea central en este libro es que la teoría política liberal de la sociedad buena no describe una realidad unificada. Decir esto es chocar con buena parte de la teoría política, que por lo general sí favorece esa perspectiva. Especialmente influyente ha sido la metáfora del «cuerpo político», que sin embargo no resulta útil en la medida en que alienta la idea de que la existencia de la vida social depende del funcionamiento de un orden político único, dentro del cual se organizaría la conducta humana. Por otro lado, la metáfora de la «sociedad bien ordenada» es igualmente rechazable, puesto que concibe la sociedad buena como una «sociedad cerrada», distinta y diferente de otras sociedades. Algo similar apuntó en su momento Platón con la alegoría que hablaba del barco como un Estado en el que navega la sociedad.

			En El archipiélago liberal propongo una metáfora distinta, que contempla a la sociedad como un archipiélago de comunidades diferentes que existen en un mar de tolerancia mutua. A diferencia del Archipiélago Gulag, este «archipiélago liberal» es una sociedad de sociedades que no ha sido creada y no está controlada por ninguna autoridad en particular. Lo que sugiero es una forma de orden en la que las autoridades operan bajo leyes que, en sí mismas, están fuera del alcance de cualquier otro poder.

			De manera implícita, esta mirada entraña el rechazo al nacionalismo y la oposición a la idea de que debemos partir del supuesto de que el Estado-nación es sinónimo de la «sociedad». El liberalismo presentado y defendido aquí no asume el concepto de nacionalismo liberal que aparece de manera habitual en la teoría política contemporánea. Se trata de un liberalismo construido sobre cimientos diferentes, lo que también conduce a conclusiones novedosas. Pero, para entender mejor la posición política desarrollada en los siguientes capítulos, vale la pena contrastar esta teoría con la de la ciudadanía multicultural que ha presentado Will Kymlicka.

			La teoría de Kymlicka

			El trabajo contemporáneo más discutido e influyente sobre el liberalismo y el problema de la diversidad es el del filósofo canadiense Will Kymlicka. En su libro Ciudadanía multicultural, Kymlicka argumenta que «el ideal liberal es el de una sociedad de individuos libres e iguales».13 Pero ¿qué es la «sociedad»? En su opinión, la mayoría de la gente diría que es «su nación». «El tipo de libertad e igualdad que más se valora es el de la libertad y la igualdad dentro de la cultura social que nos es propia.» De hecho, Kymlicka sugiere que buena parte de la gente «está dispuesta a renunciar a un mayor grado de libertad e igualdad a cambio de garantizar la existencia continuada de su nación» (MC 93). Así, pocos favorecen las fronteras abiertas, que permitirían a quienes emigren la posibilidad de instalarse, trabajar y votar libremente en el país que deseen. Esa oposición se justifica porque, si bien esto ampliaría en gran medida el dominio de la libertad y la igualdad, también aumentaría la probabilidad de que el país sea invadido por colonos de otras culturas, lo que pondría en peligro la viabilidad y supervivencia de la cultura nacional. Así, la mayoría de la gente favorece «una menor movilidad» como contraprestación para lograr «una mayor garantía de que las personas puedan seguir siendo miembros libres e iguales de su propia cultura nacional» (MC 93). Kymlicka concuerda con este pensamiento y sugiere que «la mayoría de los teóricos de la tradición liberal han estado implícitamente de acuerdo con esta forma de ver las cosas» (MC 93). Considera también el autor de Ciudadanía multicultural que teóricos liberales como John Rawls han asumido que las personas esperan llevar una vida completa dentro de la misma sociedad y cultura en que han nacido. En este sentido, reconoce que se ha interiorizado que eso es lo que define el marco dentro del cual las personas aspiran a ser libres e iguales.14 Por decirlo sin rodeos: «La mayoría de los liberales son liberales nacionalistas».15

			Kymlicka es, por lo tanto, un liberal más que se adhiere a la rama nacionalista. Pero, además, el canadiense es un autor preocupado por «el destino de los grupos étnicos y nacionales», que considera que «está a merced de líderes xenófobos, extremistas religiosos y dictadores militares». En este sentido, considera que, si el liberalismo gana peso político, deberá «abordar explícitamente las necesidades y aspiraciones de las minorías étnicas y nacionales» a las que hoy se apela desde posturas radicales (MC 195). La tarea emprendida por Kymlicka en MC es la de desarrollar una teoría de los derechos de las minorías, pero operando dentro del supuesto de nacionalismo liberal que ya expuso influyentemente John Rawls. Partiendo del punto de vista de la sociedad cerrada, se pregunta qué tipos de derechos deben otorgarse a las minorías bajo los términos de un acuerdo justo, que sería un acuerdo que tome en consideración la libertad y la igualdad. La respuesta de Rawls, preocupado por el bienestar de los menos favorecidos, apuntaba una teoría de la «justicia como equidad». La respuesta de Kymlicka, crítico ante la falta de sensibilidad de Rawls por las situaciones de desventaja cultural, constituye un nuevo intento de remodelar la teoría política del liberalismo rawlsiano, esta vez acomodado a las preocupaciones de las minorías culturales.

			El presente trabajo es una respuesta, una crítica y una alternativa a la teoría de Kymlicka. También puede leerse como una teoría enmarcada en la tradición liberal que, no obstante, difiere de la que ha acostumbrado a poner encima de la mesa dicha rama de pensamiento. Esa distinción se da en la medida en que El archipiélago liberal propone una tesis liberal contraria a los argumentos de Kymlicka. Por esta razón, es importante explicarle al lector cuáles son los puntos centrales de la teoría de ciudadanía multicultural que ha esbozado el autor canadiense.

			La primera consideración que cabe hacer se refiere a la ilustración incluida en la cubierta de la obra de Kymlicka. Se trata de una pintura (c. 1834) que lleva por título Reino pacífico. Su autor, Edward Hicks, representa en este cuadro la firma, en 1682, de un tratado suscrito por un grupo de cuáqueros y tres tribus indias. El pacto buscaba permitir el establecimiento de una comunidad cuáquera en Pensilvania. En primer plano vemos un grupo de animales, algunos salvajes y otros mansos, de modo que nos topamos con leones o lobos junto a corderos. Todos estos animales descansan pacíficamente mientras los niños juegan.16 Kymlicka eligió esta pintura porque retrata y celebra una forma de multiculturalismo que él considera que ha sido ignorada. La mayoría de las discusiones sobre el multiculturalismo se centra en el papel que desempeñan los inmigrantes y el reto de acomodar las diferencias étnicas y raciales (MC 7), pero Kymlicka aspira a considerar más seriamente los reclamos de los pueblos indígenas y el desafío de las relaciones entre grupos con distinto poder (mayorías y minorías).

			Es esta convicción sobre la importancia de los reclamos de los pueblos indígenas lo que lleva a Kymlicka a distinguir desde el principio dos amplios patrones de diversidad cultural. En el primero, la diversidad surge de «la incorporación de culturas que previamente tuvieron un gobierno autónomo y que estuvieron territorialmente concentradas, en el seno de un Estado mayor» (MC 10). Esas culturas incorporadas se denominan «minorías nacionales». En Estados Unidos, esta categoría incluiría a los indios americanos, los puertorriqueños, los chicanos o los nativos hawaianos. En Canadá, a quebequeses y a miembros de comunidades indígenas. En Nueva Zelanda, a los maoríes. En Australia, a los grupos aborígenes. Por el contrario, en el segundo patrón identificado por Kymlicka la diversidad nace de migraciones individuales y familiares. Estos flujos forman «minorías étnicas» en el seno de la sociedad mayoritaria. Aunque estos emigrantes pueden desear el reconocimiento de su identidad étnica, difieren de las «minorías nacionales» en la medida en que sólo buscan acomodar sus tradiciones culturales y no desean existir como naciones separadas que gozan de más o menos autogobierno.

			Un Estado moderno puede, por tanto, ser un Estado «multicultural» en cualquiera de los dos sentidos del término, o incluso en ambos. Puede ser multicultural porque es «multinacional», si sus miembros pertenecen a diferentes naciones, y puede ser multicultural porque es «multiétnico», si sus miembros han llegado de naciones diferentes (MC 18).

			Esta distinción es relevante para entender la teoría de Kymlicka, porque su principal preocupación es la de desarrollar una teoría de los derechos de las minorías, pero también porque el autor está convencido de que si no se logra distinguir entre los dos tipos de minorías (nacionales y étnicas), pueden darse malentendidos y críticas injustificadas a las políticas multiculturales que él mismo propone.

			En Canadá, por ejemplo, el hecho de no reconocer esta distinción implica que los canadienses franceses teman que el multiculturalismo reducirá sus reclamos de nacionalidad al nivel de una mera etnia inmigrante, mientras que los demás canadienses creen que el multiculturalismo significará otorgar un trato de nación a los grupos inmigrantes (MC 17). Si adoptamos esta distinción efectiva, entonces sí podremos ofrecer una explicación de los derechos de las minorías. En esta teoría pensada para acomodar las diferencias nacionales y étnicas, Kymlicka defiende tres formas de derechos colectivos: la primera, la del derecho al autogobierno; la segunda, la de los derechos multiétnicos; la tercera, la de los derechos especiales de representación.

			Las minorías nacionales requieren derechos de autogobierno que, en la práctica, delegan el poder político «a una unidad política controlada por los miembros de la minoría nacional, que guardará un entendimiento sustancial con su patria o territorio histórico» (MC 30). Las minorías étnicas, es decir, los colectivos formados por personas que han emigrado, no podrán exigir derechos de autogobierno, pero sí podrán disfrutar de «derechos multiétnicos», que no son más que medidas específicas «destinadas a ayudar a los grupos étnicos y a las minorías religiosas». La justificación de estas excepcionalidades radicará en facilitar que estas personas puedan «expresar su particularidad y su orgullo cultural sin que esto obstaculice el éxito del grupo en las instituciones económicas y políticas de la sociedad dominante» (MC 31). Otorgar derechos lingüísticos es un ejemplo de este enfoque. También lo es la aprobación de exenciones que permitan esquivar ciertos requisitos legales generalizados, como por ejemplo las salvaguardias que eximen del uso de cascos de motocicleta a la comunidad sij. En ciertas circunstancias, las dos clases de grupos podrían tener derecho a la representación política especial, entendida por Kymlicka como una medida temporal que puede ayudar a resolver situaciones reiteradas de desventaja u opresión.

			No obstante, ¿son esos derechos de grupo diferenciados coherentes con el liberalismo y, más precisamente, «con los compromisos básicos de la democracia liberal, que está fundada en el ideal de libertad e igualdad del ciudadano como individuo?» (MC 34). Kymlicka argumenta que sería un error pensar que los derechos de grupo diferenciados son el resultado de asumir una perspectiva colectivista o comunitarista. Según explica, hay dos tipos de derechos o reclamos de grupo. Los primeros son los reclamos del grupo «contra sus miembros» (esencialmente, el derecho a suprimir formas de disidencia interna), mientras que los segundos son un reclamo del grupo «contra la sociedad mayoritaria» (busca la protección del colectivo frente al impacto de decisiones externas).

			Así las cosas, el argumento de Kymlicka es que «los liberales pueden y deben respaldar ciertas protecciones externas, en la medida en que promueven la equidad entre los grupos, pero deben rechazar las restricciones internas, que limitan el derecho de los miembros del grupo a cuestionar y revisar las autoridades y prácticas tradicionales» (MC 37). Por tanto, los derechos de grupo diferenciados que terminan siendo reconocidos y otorgados dependen, pues, de que los derechos multinacionales, multiétnicos o de representación especial generen «protecciones externas» sin imponer «restricciones internas» de ningún tipo.

			Desde el punto de vista de Kymlicka, todo esto es consistente con la tradición liberal, que de hecho define como una tradición fuertemente comprometida con la protección de las minorías. Dos de sus afirmaciones principales detallan la defensa liberal de los derechos de las minorías que presenta el autor. La primera nos la encontramos cuando afirma que «la libertad individual está ligada a la pertenencia a un grupo nacional propio». La segunda llega cuando escribe que «los derechos específicos de grupo pueden promover la igualdad entre la minoría y la mayoría». (MC 52).

			Estas dos proclamas requieren una explicación más cuidadosa, puesto que son vitales para la teoría del autor. En los trabajos de Kymlicka, libertad significa libertad de elección. Pero esa libertad de elección tiene ciertos prerrequisitos culturales. El mundo moderno está dividido en distintas «culturas sociales» que proporcionan a sus miembros formas de vida significativas. Lo vemos en todo tipo de asociaciones humanas, desde las alianzas empresariales o económicas hasta las uniones educativas o religiosas. «Las culturas sociales tienden a estar territorialmente concentradas y suelen basarse en un lenguaje compartido» (MC 76). Son culturas «sociales» porque no sólo abarcan recuerdos o valores compartidos, sino que también van de la mano de instituciones y prácticas comunes. Una «cultura social» se materializa en las escuelas, en los medios, en la economía o en el gobierno. Las minorías nacionales son, por lo general, grupos con «culturas sociales» que se han mantenido en pie frente a la conquista, la colonización o los intentos de asimilación forzosa. Los inmigrantes, sin embargo, no tienen cultura social, aunque probablemente han abandonado una cultura social propia para mudarse a una nueva tierra. En este sentido, «las culturas sociales tienden a ser culturas nacionales, mientras que las naciones entrañan, a menudo, culturas sociales» (MC 80). En el mundo moderno, las culturas que no son sociales sobreviven con dificultad, sobre todo debido a las presiones que conducen a la consolidación de una única cultura común en cada país.

			Según Kymlicka, la cultura es importante desde un punto de vista liberal «porque es necesaria para la libertad». La libertad implica tomar decisiones «y nuestra cultura social no sólo nos las proporciona, sino que también hace que nos resulten más o menos significativas, facilitando la elección» (MC 83). Para que la libertad de elección sea posible y efectiva, necesitamos acceso a información, pero también capacidad de evaluar dicha información y así tomar una elección. No basta, por tanto, con la libertad de expresión y asociación o con el derecho de acceso a la cultura social. El objetivo de los derechos grupales diferenciados es «“asegurar y promover” todo este proceso. De modo que, para la libertad, la cultura es necesaria» (MC 84).

			Por lo general, las personas mantienen lazos fuertes con sus propias culturas y, cualesquiera que sean las razones para esto, debemos aceptar que ésta es una realidad. Kymlicka entiende que no hay razón para lamentar dichos apegos (MC 90), y de hecho afirma que lo que los liberales demandan es libertad para los individuos, que no significa necesariamente «la libertad de ir más allá del propio idioma o de la propia historia», sino más bien «la libertad de moverse dentro de la propia cultura social, con margen para distanciarse individualmente de roles culturales particulares y con capacidad de elegir qué características de nuestra cultura social queremos desarrollar y qué características no tienen valor» (MC 90-91).

			Kymlicka insiste en que este punto de vista no es colectivista o comunitarista. En su opinión, dicha mirada recela de la idea de que la política del bien común pueda ser perseguida en un plano nacional y tiende a enfatizar la importancia de los vínculos de grupos subnacionales, desde iglesias hasta vecindarios. Frente a esto, define su pensamiento como liberal, apuntando que «se opone a la política comunitarista en el terreno subnacional», puesto que «inhibir a las personas de cuestionar sus roles sociales heredados podría condenarlas a vidas insatisfactorias, incluso opresivas» (MC 92). De modo que el hecho de que la identidad nacional sea tan incómoda para la política basada en el colectivismo es precisamente lo que hace que la identidad nacional sí constituya una base apropiada para la política liberal. Así, la cultura nacional «proporciona un contexto significativo de elección para las personas, sin limitar su capacidad para cuestionar y revisar valores o creencias particulares» (MC 92-93).17

			La lección que Kymlicka extrae de todo esto es que los liberales deberían preocuparse por la viabilidad de las culturas sociales. Sin embargo, si tales culturas son iliberales, se deben volcar los esfuerzos en conseguir liberalizarlas. Los inmigrantes, por otro lado, como participantes voluntarios de la sociedad nacional, no deberían poder desarrollar sus propias culturas sociales, sino que deberían recibir recursos que contribuyan a su integración social (lo cual no implica necesariamente una asimilación ni un abandono de las tradiciones culturales propias).

			Pero los derechos colectivos diferenciados también forman parte de la justicia liberal y, más particularmente, podemos decir lo mismo del compromiso liberal con la igualdad. En este sentido, el problema con el que lidian las minorías es que el mercado cultural las deja en situación de desventaja. Esto es así porque sus culturas sociales pueden verse socavadas por decisiones económicas y políticas que son aprobadas por la mayoría. Las minorías podrán verse superadas en recursos, en poderío electoral, etc. Por tanto, los derechos de grupo diferenciados (sean de autonomía territorial, de representación o de empleo de un idioma propio) pueden aliviar este problema. Estos derechos brindan «protecciones externas», cuya «imparcialidad» deberá ser reconocida y quedará claramente justificada «por las teorías liberales igualitarias, como las de Rawls y Dworkin, que enfatizan la importancia de rectificar aquellas inequidades que no han sido elegidas» (MC 109).

			La visión que Kymlicka rechaza y ataca es la de que el Estado no debe interferir en el mercado cultural y no debe promover ni inhibir el mantenimiento de ninguna cultura en particular. Esta «negligencia benigna» o indiferencia ante las discrepancias es, según el canadiense, una estrategia errónea e incoherente, puesto que refleja «una comprensión superficial de la relación entre Estados y naciones» (MC 113). El problema radicaría en que no hay ninguna manera de evitar el apoyo a culturas sociales particulares. «Al tomar decisiones sobre la cultura, el idioma, la educación o la inmigración, se refleja el poder de uno u otro grupo en la toma de decisiones» (MC 113). Por tanto, es imposible abstenerse de abordar la pregunta de cuán justo es reconocer idiomas, trazar límites o distribuir poderes en sociedad. En este sentido, Kymlicka plantea que «deberíamos aspirar a asegurar que todos los grupos nacionales tengan la oportunidad de mantenerse a sí mismos como una cultura distinta» (MC 113). Esto explicaría que se asignen derechos específicos de grupo a las minorías étnicas (por ejemplo, si las semanas laborales y los días festivos favorecen el calendario cristiano, habrá que otorgar excepciones equivalentes a musulmanes, judíos, etc.).

			Vale la pena reiterar que, al presentar este argumento, Kymlicka sostiene que su posición, lejos de requerir una revisión de la teoría liberal, es completamente consecuente con ella. En parte, esto se debería a que la tradición liberal tiene una larga historia de respaldo a los derechos de grupo diferenciados. Pero hay otro argumento aún más importante. La mayoría de los teóricos liberales, sugiere Kymlicka, aceptan incondicionalmente que el mundo está formado por Estados separados con derecho pleno de determinar quién puede ingresar a los mismos y adquirir estatus de ciudadano. Kymlicka cree que «la visión liberal ortodoxa sobre el derecho de los Estados a determinar quién tiene la ciudadanía descansa en los mismos principios que justifican una ciudadanía de grupo diferenciada dentro de esos Estados». Así, concluye que «la aceptación de la primera conduce lógicamente a la segunda» (MC 124).

			Esto sería así porque la ciudadanía, o la pertenencia a un Estado, es en sí misma una noción diferenciada de «grupo», mientras que el liberalismo reserva los derechos a los «ciudadanos». Los teóricos liberales presentan a veces sus argumentos en términos de «respeto por las personas» o apelando a la «igualdad de derechos de los individuos». Esto implica que todas las personas tienen el mismo derecho a ingresar en un Estado y disfrutar de los bienes que ello les brinda. Pero, en la práctica, los Estados pueden rechazar esa petición de entrada, puesto que las fronteras abiertas no son, necesariamente, un requisito al que deban adherirse los dirigentes políticos. Eso sí: como el liberalismo requiere tratar a las personas como individuos, entonces «su preferencia será, claramente, por las fronteras abiertas» (MC 125).18

			Kymlicka defiende que el liberalismo se basa en la premisa de la existencia de Estados y ciudadanos. En consecuencia, cree que los límites a la inmigración pueden estar justificados en algunos casos, en la medida en que los Estados liberales existen para proteger los derechos y oportunidades individuales, pero también para proteger la pertenencia cultural de las personas. Esta argumentación es la misma que ofrece en su defensa de los derechos diferenciados de grupo. Por tanto, Kymlicka es, esencialmente, un nacionalista liberal, y su teoría del multiculturalismo es, fundamentalmente, una teoría de la justicia enmarcada dentro del Estado liberal. Ésa es, precisamente, la teoría que desafío en este trabajo.

			La estructura del argumento

			La tesis presentada en este trabajo choca con la teoría de Kymlicka (y con el liberalismo convencional) por varias razones. En primer lugar, la teoría del autor de Ciudadanía multicultural se basa, en última instancia, en el valor de la libertad de elección y, por tanto, parte de una concepción del ser humano en la que se considera la autonomía personal como una dimensión de importancia primaria. Sin embargo, en El archipiélago liberal sostengo que el valor más sumamente importante es la libertad de asociación, que a su vez se apoya en la libertad de conciencia.

			Kymlicka asume la legitimidad del Estado-nación, que toma como un espacio apropiado de unidad social. Por esto, desarrolla un argumento sobre la justicia de sus instituciones y sobre los derechos que debe reconocer. No obstante, este libro no considera que la cuestión fundamental sea determinar qué concepción de la justicia es más apropiada para la unidad social. Más bien, el Estado aparece entendido como un acuerdo político transitorio, cuya virtud radicará en su capacidad para asegurar la civilidad.

			En sus trabajos, Kymlicka argumenta que el Estado liberal debe promover la integración de los grupos en la cultura dominante, mediante políticas lingüísticas, educativas o de ciudadanía en general. Su teoría es un intento de especificar los principios que deben guiar la agenda política, partiendo de una defensa de los derechos de grupo diferenciados. Pero la teoría que desarrollo en los próximos capítulos no considera la integración cultural ni la ingeniería cultural como una tarea que deba ser confiada al Estado. En consecuencia, El archipiélago liberal recoge el rechazo a la idea de establecer límites, símbolos o caracteres culturales que marquen los asuntos de la justicia. Por tanto, en estas páginas se defiende lo que Kymlicka considera «negligencia benigna» y que también podría etiquetarse como una política de indiferencia.

			Por tanto, éste es un planteamiento de «liberalismo político», no de «liberalismo integral» como sí hace Kymlicka. Esta distinción es importante. Todas las formas de liberalismo parten de que la sociedad buena es aquella en que no se aplica a todos un ideal particular de la vida, de modo que se permite que las personas exploren distintas formas de desarrollarse y florecer como individuos. Suele decirse que uno de los grandes atractivos del liberalismo es que se muestra neutral ante las distintas concepciones de lo que cada uno entiende como una vida buena. Por lo tanto, ésta sería una doctrina que todos pueden abrazar y un pensamiento merecedor de lealtad.

			Pero incluso el orden liberal no es completamente neutral. Al estar gobernado por leyes, seguir determinadas formas de vida puede ser más difícil o incluso imposible. Muchos críticos del liberalismo han argumentado que este ideal lleva implícita una cierta concepción del «bien», es decir, del tipo de vida que vale la pena vivir. Una respuesta habitual a esta crítica ha pasado por reconocer este punto y mantener que lo que distingue al liberalismo es la concepción peculiar del bien que defiende, lo que vendría a ser un argumento basado en explicar la primacía de la libertad y la autonomía individual como ejes vertebradores del ideal liberal.

			Las filosofías políticas de Kant y Mill pueden considerarse ejemplos de tal liberalismo, puesto que se basan en relatos «integrales» que pretenden abarcar una explicación total de la naturaleza del
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